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ALCA – COMITE DE REPRESENTANTES GUBERNAMENTALES SOBRE LA PARTICIPACION DE LA SOCIEDAD CIVIL

CONTRIBUCION

En primer lugar, hay una grave carencia de un proyecto país,  asumida por el conjunto de la comunidad nacional, por sus autoridades e institucionalidad. No existe un proyecto de desarrollo social, económico y cultural del país, hacia el cual se enfoquen el conjunto de las energías de todos los sectores del quehacer nacional en el futuro. Esto impide dar una consistencia más allá del corto plazo al quehacer gubernamental.

Lo anterior ha sido representado, no sólo por entidades empresariales, como la Cámara de Comercio de Santiago, que incluso cuando comenta los flujos de inversión en su boletín de Octubre del 99, al comentar el informe mundial de inversiones. En su editorial dice: "como primer paso es necesario diseñar un plan estratégico que permita identificar los sectores y empresas donde se decida invertir mayores capitales, de tal manera de potenciar negocios que ya existen y probar otros nuevos".

La Academia Política y Estratégica Nacional, dependiente del Ejército, ha comentado también la falta de un proyecto país hacia el cual enfocar el conjunto de los esfuerzos no solamente de la comunidad nacional sino incluso el aporte de las propias FF.AA, que pudieran hacer en torno a ese proyecto. No hay empresa hoy en el mundo, que no tenga una planificación estratégica, si desea perpetuarse en el futuro.

El país necesita tener un proyecto nacional  y una estrategia de desarrollo. No sólo una estrategia de crecimiento, sino una estrategia de desarrollo, que fije sus objetivos, los criterios en el desarrollo, los terrenos en que se buscará, las fuerzas o fortalezas con que cuenta el país y, obviamente, los escenarios a futuro, por lo tanto, los obstáculos que se deberán vencer .

Obviamente, esto debe construirse por el conjunto de la comunidad, pero el estado debe liderar este proceso. Esto no puede plantearse desde una Junta de Vecinos o desde la CUT ni desde un centro académico. Esto no lo tenemos hecho y, en la medida, en que lo hagamos podemos definir lo que nos interesa en el ámbito de las relaciones internacionales y, en particular, en nuestras relaciones económicas internacionales; es decir, qué es lo conveniente en el plano de las inversiones, de los flujos de capital, etc. 

Así las cosas, no seríamos ya unas meras víctimas de la globalización, sino que nos plantearíamos entrar en la globalización  "haciendo" globalización, aquélla que a nosotros nos interesa. Esto supone fijarnos fases de desarrollo de la estrategia, con objetivos que tengan que ver con cada una de ellas. 

En la práctica, los gobiernos chilenos de la última década, han abordado estos procesos de internalización creciente de la economía chilena, han profundizado lo que en materia de apertura al comercio y a los movimientos de capitales hizo la dictadura y han entrado en el proceso, sin tener claramente diseñado un proyecto de país ni una estrategia de desarrollo. La llamada "diplomacia para el desarrollo", está enfocada sólo en una perspectiva de corto plazo o coyuntural. 

Ese manejo apunta esencialmente a consolidar lo que se entiende es el mayor activo que cuenta el país en las Relaciones Internacionales, cual es su equilibrio. Y, por equilibrio, están hablando de un equilibrio de destinos de nuestra canasta exportadora.

Consolidar ese equilibrio que nos permite acceder no sólo a un mercado, sino a varios y, esto se entiende, como el gran activo que tiene el país para enfrentar el conjunto de las negociaciones, con los diferentes interlocutores que Chile ha considerado pertinente relacionarse.

Esta visión es claramente estática y coyunturalista en el enfoque de las negociaciones comerciales, en cuanto el comercio exterior chileno está en función de una realidad que va cambiando drásticamente como lo ve cualquiera que analice la rapidez con que vienen cambiando la realidad de los mercados.

A partir de julio del 74, con el Decreto Ley 600 la dictadura militar estableció normas tales para el tratamiento de la inversión extranjera, que la verdad lo que ahora se hace en estas materias no tiene mayores  costos adicionales para Chile. El cambio ya se hizo y en ese decreto, no sólo está reflejado el principio de trato nacional y nación más favorecida, sino que en los hechos se le establecen condiciones muy ventajosas que no existen en muchos países y, donde el estado, subscribe un contrato que no puede cambiar unilateralmente con cada inversionista que viene a este país. Por tanto, no puede con posterioridad a ese contrato, establecer regulaciones que el inversionista sienta que lo perjudican. 

Este decreto, establece una serie de condiciones ventajosas, en cuanto a la repatriación de utilidades y capitales. Si estos últimos deben cumplir un año de permanencia, las utilidades no. 

Por otro lado, en materia tributaria, el inversionista puede acogerse al conjunto del sistema vigente para el conjunto de los inversionistas del país o a una tasa fija en el tiempo del 40 a 42%. Tampoco existe ningún requisito de desempeño, ni de componente nacional. Lo grave, es que todas estas políticas y decretos parten definiendo que la inversión extranjera es buena "per se" y no importa su destino o su procedencia. No hay, por tanto, una definición del rol que esta inversión pudiera cumplir en cada una de las fases de desarrollo que enfrentemos. No hay requerimientos de empleo.

En una investigación reciente de Manuel Agosin y Ricardo Méndez, investigadores del Depto. de Economía de la U. de Chile, donde desarrollan la tesis de que la inversión extranjera puede ser complementaria de la inversión nacional, como también puede ser desplazadora de ésta. Puede complementar los esfuerzos de ahorro interno o puede desplazarlos. 

En el caso de Chile, en particular, la inversión extranjera ha tenido una función desplazadora de la inversión interna. De ahí, que nosotros consideremos que la inversión extranjera, puede ser muy perjudicial para un país. No sólo la inversión de corto plazo o inversiones de portafolio, que como todos sabemos, son tremendamente volátiles y muy dañinas para los países como éste, ya lo supo en la coyuntura 82-83, como lo supo México en la coyuntura de fines del 94 o los países asiáticos en la coyuntura 97-98.

Frente a este tipo de capitales, el país entre 1991-1997, gozó de una cierta protección mediante medidas articuladas que fue valorado en el exterior y permitió cubrirnos de los riesgos del capital volátil: medidas respecto a encaje y comisiones que gravaban a este tipo de inversión y, obviamente, a otro tipo de medidas como la rigurosidad de la supervisión bancaria y otros.

Lamentablemente, con posterioridad al año 97, este encaje fue primero limitado y, posteriormente, suprimido y, actualmente, agentes de las bolsas locales están presionando por eliminar definitivamente el encaje. Tal como se eliminó recientemente, la restricción de la permanencia de un año para las inversiones de corto plazo. Todo esto ciertamente, no contribuye a fortalecer la autonomía del país con relación a su política monetaria ni a sus equilibrios macroeconómicos. 

Aparte de este capital volátil hay otros dos tipos de inversión extranjera, incluso del tipo directa, si como en el caso chileno más de la mitad de la inversión del año 99 en Chile fue inversión extranjera, lo cual presenta un grave y elevado nivel de incidencia de la inversión extranjera en el crecimiento del país.  

Este país, crece hacia donde lo guíe la inversión extranjera, que se ha llevado la renta y los recursos naturales del país -no sólo en la minería, sino en otros rubros- sino es una inversión que se dedicó a comprar empresas ya establecidas no agregando mayor creación de activos ni aportado mayormente a la formación de capital. Por el contrario, ha significado en esos rubros un fuerte desempleo.

( Ponencia basada en el Seminario Alca y Ciudadanía, realizado el 27 de Junio del 2000 y organizado por la Alianza Chilena por un Comercio Justo y Responsable, con el auspicio del Ministerio de Relaciones Exteriores de la República de Chile )
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